Barcelona, 19 de enero de 1993 
Ponente: Sr. Robert Vergés Cadanet. 

Dictamen solicitado por el Gobierno de la Generalidad de Cataluña, previo a la interposición de recurso de inconstitucionalidad, en relación a la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante. 
Extracto del Fundamento 2

La Constitución de 1978, no atribuye unitariamente al Estado o a las Comunidades Autónomas la materia "puertos", sino que, por el contrario, hace una distribución de esta materia con los siguientes criterios:
En este marco constitucional, el Estatuto de Autonomía otorga a la Generalidad, en el artículo 9.15, competencia exclusiva en materia de puertos sin perjuicio de lo que disponen los números 20 y 21 del apartado 1 del artículo 149 CE. Estos preceptos reservan al Estado la competencia exclusiva en lo que se refiere a los puertos de interés general y también en las materias conexas de marina mercante, abanderamiento de barcos, iluminación de costas, señales marítimas y cables submarinos. Asimismo, en el artículo 11.8 del Estatuto de Autonomía se establece que corresponde a la Generalidad la ejecución de la legislación del Estado en materia de puertos con calificación de interés general cuando el Estado no se reserve su gestión directa.

Alcance del concepto "puerto" en sí y cuál es la amplitud del término "puerto de interés general", «partiendo de la definición del Diccionario de la Real Academia Española, según el cual "puerto" es un "lugar en la costa, defendido de los vientos y dispuesto para la seguridad de las naves y para las operaciones de tráfico y armamento", hay que entender, en principio, por puerto un espacio físico apto para las operaciones de tráfico marítimo. Es evidente que este espacio debe reunir los complementos necesarios para su finalidad, pero también es cierto que estos elementos integrantes del mencionado espacio no se pueden entender más allá de unos parámetros en los cuales tenga un peso fundamental la "necesariedad" y, con una interpretación restrictiva, la complementariedad; es decir, sólo serán complementarios aquellos que sean directamente ordenados a la actividad principal. Y todo esto por tratarse de un caso en el que la delimitación de las competencias se deriva fundamentalmente del mayor o menor contenido material del concepto jurídico sobre el cual éstas se ejercen.»

Alcance que hay que atribuir a la expresión "puertos de interés general" 
«es la misma Constitución la que delimita la noción de "puerto de interés general" en el sentido de que no pueden formar parte de esta clase ni los puertos de refugio, ni los deportivos, ni los que no desarrollen actividades comerciales, ya que todos ellos, a tenor de lo que dispone el artículo 148.1.6 CE, son materia asumible por todas las Comunidades Autónomas. Por otra parte, hay que tener en cuenta que en el marco establecido por el artículo 149.1.20 de la Constitución la actividad comercial no es un concepto definitorio y exclusivo del interés general y que, por tanto, los puertos de competencia autonómica pueden dedicarse a actividades comerciales.»

«los puertos podrían ser de interés general por razones de comercio exterior, de relaciones internacionales, de defensa, y también por exigencias de la planificación general de la actividad económica, entre otras más.»

«La escasa doctrina sobre esta cuestión coincide con la necesidad de reserva de ley para determinar las condiciones de la calificación de interés general para los puertos de competencia exclusiva del Estado.»

Las competencias de la Generalidad de ejecución de la legislación del Estado sobre puertos de interés general «Esta competencia, como establece el Estatuto, tiene como excepción el caso en que el Estado se reserva su gestión directa. Es correcto entender que la gestión directa se ha de considerar referida a la gestión del conjunto de servicios que integran la actividad portuaria, es decir, aquéllos destinados a facilitar el tráfico marítimo y aquéllos complementarios, ordenados a la actividad principal.» 
«la constitución de un Ente de Derecho público "Puertos del Estado", que ejecuta la política portuaria del Gobierno y coordina y controla la eficacia del sistema portuario de titularidad estatal, así como el establecimiento de las autoridades portuarias también como entidades de Derecho público de las previstas en el artículo 65 de la Ley General Presupuestaria, se corresponde con la facultad estatal de gestionar directamente los servicios portuarios. Precisamente la gestión de un servicio público mediante la creación de un Ente público no es más que una de las modalidades de la gestión directa de servicios públicos, como ya hemos visto en los preceptos citados en el párrafo precedente, hasta el extremo de que la doctrina más autorizada recuerda que estos organismos constituyen supuestos de administración mediata pero directa, en el sentido de quedar totalmente enmarcada en la estructura propia del Estado.»

La competencia estatal en la materia de marina mercante. «El Estado puede ejercer títulos competenciales suficientes para regular el transporte marítimo que se desarrolle más allá de las competencias autonómicas. Estos títulos pueden ser las relaciones internacionales, la defensa, la sanidad exterior, el comercio exterior, la legislación mercantil y la legislación laboral, entre otros; o puede utilizar, en cualquier caso, la competencia residual prevista en el apartado 3 del artículo 149 CE»

«no sería lícito incluir dentro de la regulación de la marina mercante, que corresponden con carácter exclusivo al Estado, otras materias competenciales que en la Constitución y en el Estatuto tienen denominaciones concretas y , evidentemente, otro trato y transcendencia en cuanto a las potestades del Estado y de la Generalidad. En especial nos referiremos a las de medio ambiente, en las que Cataluña tiene la competencia de desarrollo de la legislación básica estatal, y la de establecer normas adicionales de protección (art.10.1.6 EAC) y de salvamento marítimo y de vertidos industriales y contaminantes a las aguas territoriales del Estado correspondientes al litoral catalán, respecto a la cual la Generalidad tiene la competencia de ejecución de la legislación estatal (art.11.10 EAC)»

«La titularidad de un bien de dominio público no es un criterio de atribución de competencias sobre éste. El titular de las potestades -Estado o Comunidades Autónomas- puede ser diferente del titular del dominio, el cual, por el mero hecho de serlo, no absorbe las competencias que se ejercen sobre el bien público en cuestión. Así lo ha reconocido el Tribunal Constitucional en la Sentencia 77/1984, de 3 de julio, precisamente, respecto al puerto de Bilbao, y en la Sentencia 56/1986, de 13 de may o, en relación a un conflicto positivo de competencias suscitado por el Gobierno vasco. »
Concurrencia de títulos competenciales: «La atribución de una competencia sobre un ámbito físico determinado no impide necesariamente que se ejerzan otras competencias en este espacio, como ya ha declarado este Tribunal (Sentencia núm. 113/1983, FJ1). Esa concurrencia es posible cuando recayendo sobre el mismo espacio físico las competencias concurrentes tienen distinto objeto jurídico. »

Puertos y medio ambiente: «la competencia exclusiva del Estado sobre puertos de interés general tiene por objeto la propia realidad del puerto y la actividad relativa al mismo, pero no cualquier tipo de actividad que afecte al espacio físico que abarca un puerto. La competencia de ordenación del territorio y urbanismo (sin que interese ahora analizar la relación entre ambos conceptos) tiene por objeto la actividad consistente en la delimitación de los diversos usos a que pueda destinarse el suelo o espacio físico territorial.»

«La competencia de la Generalidad sobre ordenación del territorio, del litoral y de urbanismo tiene carácter exclusivo sin que el artículo 149.1 de la Constitución otorgue al Estado ninguna competencia en esta materia, ni siquiera por lo que se refiere a la legislación básica»
«El Tribunal Constitucional apunta, en la Sentencia 77/1984, antes mencionada, que, si se plantean problemas de concurrencia de competencias sobre el mismo espacio físico, en este caso el puerto, pueden surgir dificultades que se han de resolver, en cada caso, a favor del titular de la competencia prevalente»
«Por otra parte, es preciso recordar que en la Sentencia 149/1991, de 4 de julio, el Tribunal Constitucional reconoce que la competencia autonómica sobre esta materia va más allá de la elaboración de normas adicionales de protección que mejoren la ofrecida por normas estatales, dado que las Comunidades Autónomas pueden dictar normas que desarrollen la legislación básica estatal (arts. 149.1.23 CE y 10.1.6 EAC).»

«De lo que acabamos de exponer resulta incuestionable que, en las materias de puertos autonómicos y también de los puertos estatales de su territorio, la Generalidad tiene competencias para establecer normas para preservar el medio ambiente, que puede verse afectado por las actividades portuarias, que muchas veces pueden tener efectos nocivos para este medio»

El salvamento marítimo y los vertidos industriales y contaminantes en las aguas territoriales del Estado correspondientes al litoral catalán (art.10.10 EAC). 

«Ésta es una facultad de ejecución de la legislación del Estado, y ello implica que el Estado, al dictar normas sobre estas materias, aunque estén incluidas en textos legislativos o reglamentarios que afecten nominalmente a otros círculos competenciales, no puede vaciar y dejar sin contenido las facultades ejecutivas de la Generalidad.»
Competencias en materia de seguridad pública y, como analizaremos seguidamente, en su vertiente de protección civil. 

«el Tribunal Constitucional, en las Sentencias 117/1984 y 123/1984, distingue entre el aspecto material de la seguridad pública que integra la competencia exclusiva del Estado, a tenor de lo que dispone el artículo 149.1.29 CE, y el aspecto orgánico, es decir, el servicio adecuado para garantizar esta seguridad. Y en este segundo aspecto corresponde a la Generalidad ejercer sus competencias. En todo caso, sin embargo, de acuerdo con lo que dispone la Ley de Cataluña 19/1983, de 14 de julio, de creación de la Policía Autonómica de la Generalidad de Cataluña, y la Ley Orgánica 2/1986, y a mencionada, corresponde a la Generalidad, por medio de su policía, ejercer importantes funciones en materia de seguridad pública, de las cuales, al objeto de este Dictamen, destacaremos las siguientes: a) Vigilancia y protección de personas y bienes (artículo único de la Ley del Parlamento de Cataluña 19/1983; art.38.1b de la Ley Orgánica 2/ 1986).»

«Es incuestionable que la Generalidad puede regular y detallar las funciones de seguridad pública atribuidas a la policía autonómica, bien en forma general, bien en forma sectorial, dadas la naturaleza y circunstancias de las personas o bienes a proteger
Esta ordenación la puede establecer en forma legislativa o por medio de reglamentos o simples instrumentos ejecutivos, sin otras excepciones que las normas reservadas a la Junta de Seguridad por el artículo 13.7 EAC»

Protección civil:

« consideramos una vertiente de la seguridad pública, hemos de constatar que, como título competencial, no figura mencionada ni en la Constitución ni en el Estatuto de Autonomía de Cataluña. »

«El Tribunal Constitucional ha resuelto este vacío competencial integrando, opinamos que razonablemente, la protección civil en la materia de seguridad pública prevista en el artículo 149.1.29 CE en la Sentencia 123/1984, de 18 de diciembre, dictada con motivo de un conflicto positivo de competencias planteado por el Gobierno central ante el Gobierno vasco. En el sentido indicado, declaraba que entran de lleno en la órbita de lo que modernamente se conoce con el nombre de "protección civil", actividad que, aunque inicialmente vinculada con las Fuerzas Armadas, ha acabado por adquirir un carácter "nítidamente civil".»

«A partir del concepto de la protección civil como conjunto de acciones dirigidas a evitar, reducir o corregir los daños causados a personas y bienes por toda clase de medios de agresión y por los elementos naturales o extraordinarios en tiempos de paz cuando la amplitud y gravedad de sus efectos les hace alcanzar el carácter de calamidad pública, afirmaba el Tribunal que comprende la existencia de obligaciones y servicios personales a cargo de los individuos y "de las corporaciones territoriales existentes dentro del Estado que tienen en ello un papel relevante". De esto se deduce la idea de que debe reconocerse a las Comunidades Autónomas competencia en materia de protección civil, especialmente para la elaboración de los correspondientes planes de prevención de riesgos y calamidades y para la dirección de sus propios servicios en el caso de que las situaciones catastróficas o de emergencia se produzcan.»

«en la materia especifica de protección civil se producen competencias concurrentes cuya distribución es necesario diseñar. Y (el TC en aquella sentencia) hacía también la consideración siguiente: [...] el reconocimiento que en los apartados anteriores se ha hecho de la competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco en materia de protección civil queda subordinada a las superiores exigencias del interés nacional en los casos en que éste pueda estar en juego.»
Como síntesis del análisis que hemos hecho de las competencias de la Generalidad que normalmente, y en mayor o menor grado, pueden concurrir con las competencias estatales exclusivas sobre puertos de interés general y marina mercante, podríamos establecer los siguientes criterios, que serán adecuados a la hora de dilucidar la constitucionalidad de los preceptos de la Ley:

A) Sobre las estructuras materiales y organizativas y las actividades necesarias para el tráfico portuario opera la competencia exclusiva del Estado, que puede alcanzar la gestión directa de los servicios portuarios.

B) La competencia estatal se puede extender también a las actividades complementarias directamente ordenadas a la actividad portuaria propiamente dicha.

C) La exclusividad de la competencia estatal de puertos no ha de actuar más allá del concepto "portuario" que antes hemos expuesto ni, principalmente, fuera del dominio público portuario.


D) Sobre el territorio portuario actúan las competencias autonómicas reconocidas en sus Estatutos, que pueden concurrir con la competencia estatal. Sólo se podría aplicar el criterio de prevalencia de la competencia estatal en todo lo que se refiriera al ámbito estricto de la actividad portuaria y a sus complementos necesarios y sólo en el caso de incompatibilidad entre competencias concurrentes.


E) La competencia estatal sobre marina mercante no se puede extender a otras materias sobre las cuales los Estatutos de Autonomía otorguen potestades a las Comunidades Autónomas
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